El 80% de las entidades públicas incumple la Ley de Cuotas, que reglamentó la participación de la mujer en los niveles decisorios de las diferentes ramas y órganos del poder público. 
Contralor General reveló informe sobre manejo de género y diversidad a nivel estatal:
EL NUEVO PLAN DE DESARROLLO DEBE ENFATIZAR
ESTAS POLÍTICAS, RECOMIENDA TURBAY QUINTERO
*Las entidades públicas no tienen un enfoque de equidad en sus planes y proyectos. Hay evidente inequidad en el sector salud. 
*Las mujeres son las principales víctimas de violencia al interior de la familia.
*La violencia de pareja sigue representando en el país uno de los temas más preocupantes en relación con la calidad de vida de la mujer. Esta fue la tercera causa de muerte en la mujer en Colombia, en 2009, según Medicina Legal.
*De hombres y mujeres con educación superior, los primeros reciben mejores ingresos. En general, persiste una gran diferencia en el ingreso que perciben las mujeres y el de los hombres.
*En Colombia los problemas de la discriminación de las mujeres frente al trabajo no sólo se da en el tema salarial, sino en el acceso al mismo.
*Las mujeres del sector rural y las de estrato socioeconómico bajo son las más afectadas por el desempleo.
Bogotá, julio 28 de 2010.- Aunque hay leyes de apoyo a la mujer que datan de 1931 y normas que defienden a las poblaciones indígenas desde 1890, y de igual manera los derechos de las comunidades negras también son protegidos, a la hora de verdad las políticas públicas para revindicar los géneros y la diversidad se siguen quedando en el papel.
El Contralor General de la República, Julio César Turbay Quintero, reveló  un informe del ente de control según el cual en Colombia no hay plena equidad y equilibrio en la distribución de los recursos del Estado entre géneros.
Se denotan serias fallas en la aplicación y cumplimiento de la normatividad vigente así como deficiencias en la estructuración y compromiso presupuestal de las políticas y programas definidos para generar equidad de género.  
Hay que definir con precisión los presupuestos destinados para estos efectos y tener un gasto público por finalidad, insistió el Contralor.
Los resultados de las auditorías que sobre el tema adelantó la Contraloría a las entidades vigiladas demostraron desconocimiento normativo y falta de voluntad política respecto del tema de igualdad de oportunidades y equidad, lo que hace que los principios constitucionales sobre la materia sean “letra muerta”.
“Se han logrado avances, no hay que negarlo, pero aún hay pendiente una deuda social”, concluyó el Contralor Turbay Quintero al entregar al país un informe en el cual la Contraloría General de la República evalúa las políticas implementadas para buscar la equidad de género y diversidad y la eliminación de la discriminación por condición sexual o étnica, lo mismo que el derecho a un trato equitativo y justo.
La Constitución y la normatividad reconocen el género y la diversidad y abogan por la igualdad y el respeto por los derechos humanos y, aún así, se mantienen factores de inequidad entre los géneros y discriminación hacia algunos grupos poblacionales, señaló el Contralor.
Poblaciones discriminadas e inequidad en salud
Las  estadísticas del informe indican, además, que hay que rediseñar el POS y adecuarlo a los perfiles epidemiológicos, con enfoque de equidad de género y diversidad.

Debe tenerse en cuenta que las condiciones socioeconómicas, culturales, y en especial de género y diversidad, afectan la demanda en salud y los costos fiscales del plan obligatorio de salud. 

La discriminación étnica (no solo la discriminación hacia la mujer) es una de las principales causas de la inequidad en salud, dado que, por ejemplo, las poblaciones indígenas viven en condiciones de extrema pobreza en materia de salud, subalimentadas y en extrema precariedad sanitaria, como lo refiere la CEPAL en sus estudios, anotó el Contralor.

Otros datos reveladores en salud 
Continuando con el estudio sobre equidad y género, respecto a salud, por grupos de edad, la Contraloría General de la República ve con gran preocupación la tasa de fecundidad materna en niñas entre los 10 y los 14 años, que aumento significativamente entre el 2003 al 2007 y, aun peor, la falta de estadísticas recientes sobre el tema. 

El incremento exponencial, pone en entredicho los planes de prevención y promoción  de todo el Sistema General de Seguridad Social en Salud y la eficiencia de los recursos que se están utilizando para el POS y para los planes de salud pública. 

“Es urgente  hacer un plan de choque de salud pública, en esta población, ya que siguen presentándose embarazos prematuros y peor aún no deseados”, indicó al respecto Turbay Quintero.

Resultados en Educación  
El acceso a la educación es muy bajo o nulo en la población desplazada, compuesta en su mayoría por mujeres de la zona rural. Adicionalmente, en la población afrocolombiana persisten tasas de analfabetismo superiores al promedio nacional y el promedio de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) de los municipios que concentran la mayor parte de la población afro en Colombia, se encuentra muy por encima del promedio nacional.

Para la Contraloría General de la República, se deben hacer mayores esfuerzos focalizados en estas poblaciones que son las más vulnerables. 

Existe aún un gran número de mujeres y hombres de los estratos bajos que no tienen opción de ingresar a la Universidad, lo cual no refleja ningún avance en política de equidad económica, asegura el informe.

“Si bien existen esfuerzos por parte de las entidades estatales, por reducir las brechas entre los grupos poblacionales en materia educativa, aún persisten desigualdades y situaciones que deben corregirse”, dice el estudio. 
Acceso al trabajo
A pesar de existir una política de género desde el Estado, en general las mujeres y en específico las mujeres rurales y las de estrato socioeconómico bajo, son las más afectadas por el desempleo.  

Los inspectores de trabajo deben ejercer mayor vigilancia respecto al cumplimiento de la normatividad nacional e internacional en materia de empleo, sobre todo cuando hay intermediación para el acceso al mismo, considera la Contraloría.

“En esta perspectiva el gobierno nacional en el Plan Nacional de Desarrollo, deberá establecer indicadores de seguimiento a la estructuración de la política de acceso al empleo como una forma de ampliar la equidad. Como se dijo también en el informe social 2007, es fundamental la escisión de los Ministerios de Salud y Trabajo urgentemente”. 
Política penitenciaria y carcelaria
Según la Contraloría, la nueva infraestructura carcelaria adolece de una perspectiva de género, que realmente permita  mejorar las condiciones de vida de las reclusas en el corto y mediano plazo, ya que no contempló la construcción de establecimientos diseñados específicamente para las mujeres, sino que persistió en la idea de seguir construyendo pabellones femeninos en cárceles diseñadas para albergar hombres. Con ello, se desconoció que las condiciones y necesidades propias de las mujeres, son diferentes a las de los hombres.  

“El Estado Colombiano ha incumplido su obligación de proteger la vida, integridad física, dignidad y seguridad jurídica de las mujeres privadas de libertad, así como el deber de promover y facilitar su reinserción social, consagradas en la Constitución Política y en los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el país”, sostiene la Contraloría General de la República.
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